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Introducción

“Sin embargo, esta garantía no  se cumple y en algunos casos esta cadena de custodia se rompe. El 10 de noviembre del 2006, dos televisores y un equipo de sonido fueron sustraídos de una de las bodegas del Puerto Marítimo, que fue allanada en la estafa masiva en la que se acusa a María Luisa Benavídez, y que se encontraba custodiada por  agentes de la PJ.

El caso más grave fue el registrado  a inicios de noviembre pasado. Un total de 367.542 dólares, decomisados como evidencia  de estafa masiva por el caso  Cabrera, desaparecieron de las bodegas de la Policía Judicial de El Oro…” Diario El Comercio de la ciudad de Quito, 12 de marzo de 2007.

El descubrimiento de nuevas técnicas en las distintas actividades humanas comparten diversos instrumentos para la verificación de conductas y fenómenos que en ellas se suceden, por cuya razón el Ministerio Público debep estar preparado para la importante y difícil misión que le confiere el nuevo Código de Procedimiento Penal ecuatoriano.

La prueba material es un importante pilar dentro del proceso penal debido a su fuerte carga probatoria, ya que esta posee información del cuerpo con el que ha tenido contacto.


Motivo por el cual, juega un papel importante dentro de la realización del procedimiento la llamada Cadena de Custodia de las evidencias materiales cuyo finalidad última es la de preservar, conservar, controlar y evitar cualquier tipo de contaminación que esta pudiera sufrir.

 
La presente investigación pretende demostrar que la Cadena de Custodia de evidencias físicas dentro de un Proceso Penal que goza de garantías propias e inherentes a un Estado Social de Derecho es de trascendental importancia ya que procura proteger los elementos o vestigios que servirán para demostrar los hechos que se alegan en el proceso, así como también precautelar el cumplimiento de las garantías procesales.

Una vez alcanzado este objetivo, el derecho probatorio no será ya indiferente a la realidad jurídica ecuatoriana actual, precautelando la seguridad jurídica y el debido proceso.

CAPÍTULO I

DE LA CADENA DE CUSTODIA

1.1. DEFINICIÓN  Y OBJETO DE  LA CADENA DE CUSTODIA


Para empezar esta investigación debemos establecer que el proceso penal tiene como finalidad el descubrimiento de la verdad histórica de los hechos presuntamente delictivos que se discuten en el desarrollo del proceso y el resarcimiento del daño causado al orden jurídico establecido.


Todo esto se logrará haciendo uso de instrumentos tales como la prueba documental, la prueba testimonial, la prueba material, entre otros, que concebidos como una unidad, ayudarán a crear en el juzgador la convicción de la verdad que se busca para condenar o absolver al imputado o acusado.


Dentro de la prueba material, entendida como uno de los instrumentos que procurarán alcanzar el fin básico del proceso penal antes señalado, es importante mencionar y analizar la figura de la llamada Cadena de Custodia que ha sido recientemente incorporada al proceso penal ecuatoriano, la cual busca, en términos generales, que los elementos materiales encontrados en la escena del delito sean debidamente protegidos y resguardados de cualquier alteración, contaminación, deformación, destrucción, etc.; desde su aprehensión, hasta su incorporación en el proceso y finalización del mismo.


La cadena de custodia dentro de este marco puede ser concebida de distintas maneras, todas tendientes al mismo objetivo el cual es la protección integral del elemento probatorio que deberá ser incorporado en el proceso y servirá al juzgador como base para crear su convicción.

 
Por lo tanto, la llamada Cadena de Custodia es un instrumento que ha sido adoptado en algunas legislaciones para proteger los derechos de toda persona que se encuentra vinculada a un proceso penal, garantizando su transparencia; es por esto que la importancia de esta figura radica en los objetivos para los que fue creada.

Existen varías definiciones sobre lo que se entiende por Cadena de Custodia, las cuales coinciden en establecer su importancia dentro del proceso penal, a continuación me permito citar algunas:

La Cadena de Custodia consiste en mantener la    originalidad de las pruebas encontradas en el lugar de los hechos. Esta herramienta permite garantizar la autenticidad, preservación e integridad de los elementos materia de prueba recolectados en virtud de una investigación
.

Cadena de Custodia es el procedimiento  que garantiza la autenticidad de los elementos de prueba y así se constituye en un componente intrínseco dentro del proceso, que garantiza la preservación del elemento, integridad, seguridad y conservación de la prueba, que se aplica a los elementos materiales de prueba como el cadáver, muestras de la victima o sospechoso, documentos o cualquier otro elemento relacionado con el hecho que ha sido recolectado o allegado a la investigación previa o al proceso en cualquiera de sus etapas
.

Cadena de Custodia: Garantía Procesal que asegura que el elemento que pretende hacerse valer como prueba en juicio, será efectivamente aquel que fue recaudado o practicado y que su integridad no ha sido sustituida o alterada a lo largo del proceso
.

La cadena de custodia es un sistema documentado que se aplica a los elementos materiales probatorios y evidencias físicas por las personas responsables del manejo de los mismos, desde el momento en que se encuentran o aportan a la investigación hasta su disposición final, lo que permite no solo garantizar su autenticidad, sino demostrar que se han aplicado procedimientos estandarizados para asegurar las condiciones de identidad, integridad, preservación, seguridad, continuidad y registro
.
Cadena de Custodia “Es el procedimiento que garantiza la autenticidad de los elementos de prueba recolectados y examinados [la negrita es mía], asegurando que pertenecen al caso investigado, sin confusión, adulteración o sustracción
.
De lo antes anotado, se desprende que la Cadena de Custodia puede ser entendida como aquel sistema, implantado por la autoridad competente, que asegura el manejo de la prueba desde el inicio de la averiguación previa hasta la terminación del proceso penal, a través de una serie de procedimientos técnicos que permiten eliminar toda posibilidad de pérdida, contaminación, alteración o desvanecimiento, extravío o retiro de la prueba durante las diversas etapas del proceso en las cuales se estudia la misma.

Así, la Cadena de Custodia puede ser definida como el procedimiento por medio del cual se establece una relación directa de la prueba con la escena del crimen o con el momento en que ésta es aprehendida.

Dicha vinculación directa entre el elemento que se incorpora al proceso como medio de prueba y el hecho que se investiga, supone además una autenticidad formal, ya que el registro de cadena de custodia debe tener en cuenta tanto los factores de identidad, estado original, condiciones de recolección, preservación, embalaje y envío del elemento que se custodia, así como los lugares y fechas de permanencia y cambios que cada custodio haga. El nombre y la identificación de todas las personas que hayan estado en contacto con esos elementos también quedarán registrados.

 Sin embargo, este concepto ha sido más elaborado por la doctrina internacional que por el legislador ecuatoriano. En el Ecuador, las normas que tratan sobre este tema se encuentran dispersas en los distintos códigos procedimentales y, en general, prescriben la obligación del personal encargado de recolectar la prueba de adoptar medidas dirigidas al mantenimiento y conservación de la misma.

La Cadena de Custodia es una pieza fundamental dentro del desarrollo investigativo y probatorio del proceso penal pues, gracias a ésta, las partes intervinientes en el proceso pueden conocer y observar el control y la vigilancia de las pruebas o elementos físicos que han sido encontrados en la escena del delito y que constituirían prueba en el proceso penal, convirtiéndose estas en un soporte importante en el desarrollo del juicio.

 Por tal razón la Cadena de Custodia es un procedimiento consagrado en la normatividad jurídica de cada país y tiene como propósito garantizar la integridad, conservación e inalterabilidad de los elementos materiales de prueba tales como documentos, muestras orgánicas o inorgánicas, armas de fuego, proyectiles, vainillas, armas blancas, etc., entregados por la autoridad competente a laboratorios criminalísticos o forenses a fin de analizar y obtener, por parte de los expertos (peritos), un concepto pericial.

Además, debe recalcarse que el mecanismo de Cadena de Custodia permite conocer en cualquier estado del proceso, dónde se encuentra el elemento de prueba, quién lo tiene en su poder, nombre del perito, análisis a los que está sujeta la prueba, entre otros. Todo esto garantiza la seriedad y transparencia del dictamen efectuado por los peritos en los diferentes laboratorios criminalísticos.

En algunos casos, son los Reglamentos de Policía Judicial o de los organismos de investigación los que contienen disposiciones al respecto y que generalmente se reducen a la identificación, clasificación y protección de las evidencias, al levantamiento de las actas sobre lo que un funcionario entrega y otro recibe, al igual que el registro de las constancias necesarias sobre el estado en que se encuentran  los elementos  que constituyan evidencia.

Como es sabido, el individuo que violenta una norma jurídica (infractor) actúa casi siempre buscando protección para sí mismo y, por lo general, trata de no dejar  señales del cometimiento del ilícito que puedan presentarse como prueba de cargo en su contra.

En tal virtud, el Fiscal encargado de la investigación, tiene la necesidad y hasta la obligación jurídica de investigar todos los indicios que le permitan demostrar la existencia del delito y la culpabilidad del infractor; la parte acusadora tiene que contribuir al completo esclarecimiento de la verdad.

Igual deber asume el abogado de la defensa, ya que para su buen desempeño, debe comenzar con la búsqueda de los elementos probatorios destinados a demostrar la inexistencia del delito y la inocencia del sindicado. 

En la prueba penal hay que tener en cuenta dos conceptos que aparecen enfrentados y son: los de averiguación y de verificación. El primero significa caminar hacia la verdad y la verificación es presentar esa verdad. 

Primero se averigua lo que se desconoce y, seguidamente, se verifica lo que se afirma, entonces, primero se averigua y luego se verifica; de modo tal que la prueba consiste en verificar que lo que se afirma corresponde a la realidad. Dicha averiguación se la realiza mediante la observación y el análisis de la evidencia en los laboratorios forenses, los cuales podrán constituir el paso para que la verificación cumpla los fines antes mencionados.

La legislación procesal penal ecuatoriana menciona en su artículo 89 lo siguiente: “Clases de pruebas.- En materia penal las pruebas son materiales, testimoniales y documentales.” (las negrillas son mías).

Ahora bien, el objeto de la Cadena de Custodia dentro de la legislación procesal penal ecuatoriana es la prueba material, la misma que se trata en el artículo 91 del mismo cuerpo legal que manifiesta que: “Prueba material.- La prueba material consiste en los resultados de la infracción, en sus vestigios o en los instrumentos con los que se la cometió, todo lo cual debe ser recogido y conservado para ser presentado en la etapa del juicio y valorado por los tribunales penales”.

Este artículo es de gran importancia ya que contempla una de las principales fuentes que permitirán al juzgador establecer la conexión del imputado en el acto delictivo, la misma que estará basada en los elementos materiales que se encuentren en la escena del crimen, tales como huellas digitales, de sangre, pelo, muestras de piel, arma, etc.

El Código de Procedimiento Penal ecuatoriano denomina prueba material a: “lo que clásicamente se ha considerado la prueba real, para diferenciarla de la personal que tiene como objeto, como su nombre lo indica, los dichos de las personas”
.

Citando a Nicola Malatesta, “Es prueba material toda materialidad que se presenta a la percepción directa del Juez y que sirve de prueba siempre que esa materialidad, cuando ha sido producida por una persona, lo haya sido sin darse cuenta de lo que hacia, o aunque lo haya sido a sabiendas, no esté destinada a dar fe de la verdad de los hechos que mediante ella se afirma”
.

 Aquella exteriorización se convierte en una prueba material y no personal que incumbe al Juez, estimarla y valorarla de acuerdo a su percepción o sana crítica.

La prueba material se estructura de elementos provenientes del mundo físico, pudiendo ser personas o cosas, en este tipo de prueba el hombre puede llegar a ser objeto de delito (homicidio, lesiones, etc.), o las cosas cuando guardan relación con el delito, llegando a ser objeto de pericia (pistola, puñal, etc.).

La naturaleza objetiva de los elementos de la realidad fáctica que es objeto de la prueba material, determina que puedan ser recogidos, observados, pesados, medidos, descritos y analizados en su estructura y composición química, asegurando también su debida conservación para permitir que las partes procesales y los funcionarios judiciales puedan verificar los análisis realizados a cualquier tiempo, repitiendo la prueba pericial.

Por tanto, la cadena de custodia de la prueba material tiene como principal objetivo los instrumentos con los que se cometió la infracción, es decir los objetos y las cosas que el individuo utilizó para cometer el delito y transgredir al orden social establecido.

Es ahí donde radica  la importancia de su protección y conservación ya que el Juez Penal deberá percibirla y apreciarla a través de sus sentidos y a su vez éstas le serán útiles para la reconstrucción conceptual e histórica del hecho que se está investigando ya que pueden ser consideradas como elementos indicadores o comprobadores de la existencia o no de un delito.

La prueba material en esencia trata sobre las cosas que pueden ser apreciadas por el juzgador en cualquier estado del proceso, permitiéndole observarlos, palparlos, escucharlos, etc.

Pueden ser objeto de prueba material los elementos de la realidad objetiva que por consistir en alteraciones, modificaciones y transformaciones físicas del medio geográfico de las personas y de las cosas, ocasionados por el proceso de la manifestación del delito, permiten al Juez reconstruir el mismo retrospectivamente, al valorarlas e interpretarlas como pruebas legítimamente actuadas.

Por lo anterior, se infiere que la prueba material goza de relación directa y real entre el imputado y el delito y es deber del Fiscal y del Juez analizarla y revisarla, consiguiendo una percepción directa de la materialidad resultante de la infracción. De esto se concluye que la prueba material posee ventaja sobre las demás pruebas permitidas por nuestro cuerpo procedimental penal, debido a que es clara, objetiva e imparcial, que puede servir al abogado defensor o al acusador respectivamente.

Por esto me permito citar al Doctor Jaime Durán Arias que manifiesta que: “la prueba material es prueba objetiva, no puede perjurar como el testigo, no puede equivocarse per se, porque no tiene sentimientos ni limitaciones”
.

Como se ha manifestado, esta prueba permite que el Tribunal o el Juez (dependiendo de la instancia) perciban en forma directa el objeto con el cual se llevo a cabo la infracción, con el objetivo de que este forme su propio convencimiento sobre la verdad de los hechos que se están discutiendo en el proceso penal.

Es a través del reconocimiento que las pruebas materiales entran al proceso de investigación y de juzgamiento de un hecho que constituye delito.

Reconocimiento, o reconocimiento del lugar de los hechos, es aquel instrumento que permite que el personal competente tenga contacto directo con los objetos, vestigios o instrumentos que son materia constitutiva del delito, es decir todas las cosas que tienen relación con el cometimiento del delito, ya que es la apreciación personal y directa que tiene el personal encargado de realizarlo.

Dicho reconocimiento deberá ser llevado a cabo por miembros de la Policía Judicial ecuatoriana (cuerpo de inspección ocular técnica) y el Fiscal, y tendrá como finalidad el llevar al conocimiento al Juez Penal aquellos objetos que son materia constitutiva de la infracción tales como: los vestigios, los instrumentos, estructura del lugar del hecho, etc.

El reconocimiento consiste en la observación y apreciación directa de la escena y los objetos que allí se encuentran, los cuales deberán ser descritos en la forma más clara, detallada y prolija; sólo de esta manera el reconocimiento alcanzará su finalidad. 

Es importante mencionar que este reconocimiento no tiene como punto central la recolección de objetos en general sino tan solo de los elementos que tienen vinculación con el cometimiento del hecho delictivo, tales como papeles, armas, o cualquier otro objeto que haya sido utilizado para este fin.

Ahora bien, el peritaje es un medio de prueba que tiene la finalidad de permitir el ingreso del elemento de prueba al proceso penal, además es un medio que abarca conocimientos técnicos específicos sobre un arte u oficio, el cual suple la falta de conocimiento del juez sobre una materia específica, todo esto será de gran importancia en la valoración de la prueba y el descubrimiento de la verdad histórica del hecho que se investiga.

En el Ecuador el artículo 95 del Código de Procedimiento Penal faculta al Fiscal a nombrar la cantidad de peritos que crea necesario para la realización de las experticias que considere, independientemente de los que, por su parte, pueda designar el imputado o acusado.

El Art. 95, inciso 5 del Código de Procedimiento Penal manifiesta que:

Si hubiere peligro de destrucción de huellas y/o vestigios de cualquier naturaleza en las personas o cosas, los profesionales en medicina, enfermeros o dependientes  del establecimiento de salud  a donde hubiere concurrido la persona agraviada, tomarán las evidencias inmediatamente y las guardarán hasta que el Fiscal o la Policía Judicial dispongan que pasen al cuidado de peritos para su examen.

Considero apropiada la actuación de los profesionales antes mencionados ya que estos aseguran la obtención de la prueba material en los casos en los que la Policía Judicial o el Fiscal no estuvieran en el lugar de los hechos, siendo un aporte necesario para que los vestigios no desaparezcan irremediablemente

El perito tiene tres obligaciones básicas que son el comparecer, es decir aceptar su cargo y entrar en contacto con el objeto material sobre el cual versará la diligencia; la posesión, que se traduce en la prestación del juramento y, por ultimo, la información, la cual consiste en la comunicación de los conocimientos y conclusiones a los que ha llegado.

Ahora bien, los requisitos establecidos para ser considerado perito dentro de un proceso penal son:

· Ser profesional especializado y acreditado por el Ministerio Público.- Esto en nuestra realidad jurídica no es suficiente, ya que la mayoría de peritos son miembros activos de la Policía Judicial, existiendo muy pocos peritos particulares, los cuales no gozan de dicha calificación.

· Mayoría de edad.-  El perito debe ser mayor de 18 años.

· Reconocida honradez y probidad.-  Se traduce en la calidad moral del perito, su imparcialidad y desvinculación con las partes involucradas en el proceso penal, y,

· Conocimientos específicos sobre la materia que debe informar.

Siguiendo con este análisis, el artículo 96 del Código de Procedimiento penal expresa que el ejercicio de las funciones de perito es obligatorio, en concordancia con  el artículo 97 ibídem  que manifiesta que los peritos designados no pueden ser recusados, pero  su informe no tendrá validez alguna si éste tuviere motivo de inhabilidad o excusa y no lo hubiere hecho conocer al Fiscal o Juez.

Todo lo anterior forma parte de un todo que visto en su unidad llevará por buen camino la realización del proceso penal, en el cual se brindará al sospechoso, imputado o acusado, las garantías establecidas al proceso penal, incluyendo también al sujeto pasivo del delito, o víctima, que encontrará de la misma manera seguridad jurídica en el momento del resarcimiento del daño causado.

 En esta instancia de la investigación, cabe la siguiente pregunta: ¿Cuál es el propósito de la prueba o, para qué iniciamos un juicio penal? La demostración de la violación de una norma jurídica y la comprobación de la responsabilidad del infractor son las respuestas a esta interrogante.

 Si en el proceso consta probada la existencia del  ilícito y la responsabilidad del infractor, el Juez tiene que dictar sentencia condenatoria. En el caso contrario, es decir, si no se ha probado la violación de la norma jurídica o no se ha demostrado la responsabilidad del enjuiciado, hay que dictar sentencia absolutoria, a pesar de la probabilidad de que posteriormente se descubra el cometimiento del delito o se  determine la culpabilidad del infractor.

Varios han sido los casos en los que la administración de justicia del Ecuador ha visto malgastada su acción debido a que las personas encargadas de esta Custodia, con el pretexto de no conocerla o de no poseer información necesaria, han permitido que la debida administración de justicia se vea afectada.

Concluyendo, la introducción al proceso penal del conocimiento del resultado típico material del hecho, de los instrumentos empleados para ocasionarlo y, de los vestigios, huellas o rastros que se han producido durante el proceso de manifestación del delito objeto del proceso, constituye prueba material.

Entonces, la prueba material y su correcta custodia y protección, beneficiarán al proceso penal al resarcir el daño causado y reestablecer el orden jurídico vulnerado, cumpliendo así con algunas de las finalidades que tiene en sí el proceso penal. 

Finalidad que dentro de la teoría y práctica jurídica debe ser tomada con seriedad y con fiel cumplimiento de los procedimientos establecidos en la ley, evitando de esta manera el reproche social respectivo, y consiguiendo así la confianza del ciudadano en el sistema de administración de justicia.

1.2. TRATAMIENTO JURÍDICO DE LA CADENA DE CUSTODIA EN LA LEGISLACIÓN  ECUATORIANA.
La cadena de custodia dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano puede ser considerada como uno de los instrumentos recién nacidos del nuevo Código de Procedimiento Penal ecuatoriano, el cual empezó a regir en julio del 2001, pero como toda figura recién implantada, aún tiene sus falencias.

Es así que el ordenamiento jurídico procesal ecuatoriano dentro de sus normas se limita a nombrar a la cadena de custodia, mas no la reglamenta ni establece lineamientos específicos para seguirla.

Así, el artículo 92 del Código de Procedimiento Penal ecuatoriano establece el reconocimiento del lugar de los hechos y faculta al Fiscal y/o Policía Judicial a realizar este procedimiento si la infracción fuera de aquellas que por su naturaleza produce resultados visibles o deja vestigios, siendo estos objetos destinados a custodia por parte de la Policía Judicial, previo detalle en el acta respectiva.

Esta norma, consagra la custodia de las evidencias encontradas en el lugar de los hechos, consolidándose en un claro e importante aporte al tratamiento jurídico de la prueba, sin embargo como manifesté anteriormente, esta norma solo la enuncia y no la reglamenta, lo cual conlleva a un vacío legal que debe llenarse urgentemente ya que su seguimiento y tratamiento está dado bajo consideraciones del cuerpo policial o de las personas encargadas del análisis de la prueba.

 De la misma manera, se puede incurrir en error al tratar de sustituir el correcto conocimiento jurídico, por la experiencia internacional, que en muchas ocasiones no estará de acuerdo a nuestra realidad jurídica.

No debe olvidarse que la cadena de custodia no solo debe ser conocida por los funcionarios policiales sino también por las personas que se encuentran vinculadas de alguna manera al proceso penal, como por ejemplo abogados, jueces, ministros y personal auxiliar de la función judicial, los cuales otorgarán a la sociedad la seguridad jurídica que buscan en el proceso penal para resarcir el daño causado.

 Los manuales policiales también pueden aportar una idea base sobre la Cadena de Custodia, pero no la reglan y mucho menos establecen pautas para el correcto desarrollo de esta institución dentro de la vida profesional o judicial.

Es por esto que los funcionarios que tienen a su cargo la práctica de la Cadena de Custodia, cumplen un rol importante dentro de esta, ya que deben conocer los pasos a seguir para que esta cumpla con el requisito de transparencia exigido para el caso y, a falta de esta, aquel funcionario estará sujeto a la sanción respectiva.

La doctrina y práctica policial ecuatoriana desarrolla este tema en su Manual de Policía en el tema de traslado de evidencias hacia los departamentos respectivos que van a realizar el análisis técnico de la evidencia.

Esta institución es definida como: “Todos los procedimientos tendientes a mantener un control estricto de las personas responsables de la protección, levantamiento, traslado, análisis y bodegaje de las evidencias”
, concepto que concuerda con los anteriores, los cuales le otorgan a esta figura jurídica penal un grado de relevancia que permite la aplicabilidad de las garantías consagradas en nuestro ordenamiento jurídico.

Estas son las directrices que los miembros de la Policía Judicial ecuatoriana tienen como soporte para hacer cumplir lo que el Código de Procedimiento Penal establece, una guía que está por demás incompleta y que solo se reduce a proyectar  la “buena fe” del legislador que la nombró y la planteó en el cuerpo legal.

Sin embargo, a pesar de esta falta de reglamentación, debo hacer hincapié en que este procedimiento incorporado en nuestra legislación procesal penal tiene gran importancia y merece un mejor tratamiento y desarrollo de lo que corresponde realizar con la prueba al momento de ponerla en Custodia.

Así por ejemplo la legislación ecuatoriana, si bien no nombra en su normatividad la obligación de mantener un registro de custodia, el cual se traduce en una hoja oficial en donde constan los exámenes que se le realizaron al elemento material y a cargo de quien estuvo este en las distintas etapas del proceso, en la práctica éste si es utilizado por el personal encargado de referir la Cadena de Custodia, pero es considerado como un procedimiento interno que tiene como finalidad contribuir con uno de los fines para el cual fue creado el cuerpo policial; protegiendo de esta manera su imagen y desvirtuando así las múltiples acusaciones a las que se ha visto expuesta de ser la causante de producir desvíos en la administración de justicia y cambio de evidencias.

Dicho registro, al ser utilizado de manera correcta, tendrá como función establecer responsabilidad de los funcionarios que en su custodia hubieren alterado, destruido, o reemplazado la evidencia. Ya que cada partícipe en la Cadena de Custodia es responsable del control y registro de su actuación.

El Código de Procedimiento Penal al ser la norma adjetiva que manda a realizar este procedimiento no aporta en lo absoluto en su realización y mucho menos en su duración en el tiempo, esto como se manifestó anteriormente es llenado por la experiencia internacional que establece que esta debe regir por lo menos hasta que el proceso penal culmine en su totalidad y debe darse por terminada de la misma manera en la que empezó, es decir por autoridad competente, tal como se desprende del articulo 92 del Código de Procedimiento Penal ecuatoriano antes citado. 

En cuanto a las personas encargadas del cumplimiento de la Cadena de Custodia, -miembros de la Policía Judicial ecuatoriana, tal como se desprende del artículo 92 Código de Procedimiento Penal ecuatoriano- debe considerarse que éstas tienen a su cargo un procedimiento que resguarda la autenticidad del elemento material, permitiendo que no se vea alterado ni destruido.

Por lo tanto,  todo funcionario público o privado (peritos) que participe en el proceso de Cadena de Custodia, será el encargado de precautelar el cumplimiento de los pasos que conlleva esta institución.

El ordenamiento jurídico ecuatoriano, específicamente el Reglamento de la Policía Judicial, nada dice sobre las sanciones que deben ser impuestas a los funcionarios en el momento de no cumplir los procedimientos de Cadena de Custodia.

El Código de Procedimiento Penal ecuatoriano en su Art. 213 establece que: “Los funcionarios de la Policía Judicial que infrinjan disposiciones legales o reglamentarias, que omitan o retarden la ejecución de un acto propio de sus funciones o lo cumplan negligentemente, serán sancionados con una multa no inferior al cincuenta por ciento de un salario mínimo vital, ni mayor a dos salarios mínimos vitales generales, sin perjuicio de las sanciones disciplinarias a que haya lugar si el acto estuviere considerado como infracción por las leyes policiales”.

Para complementar la investigación, debo anotar que según el Reglamento Disciplinario de la Policía Nacional ecuatoriana, se entiende por falta disciplinaria: Art. 9.-  “Toda acción u omisión imputable tipificada  y sancionada en este Reglamento que no este calificada como delito, cometida por un miembro de la Policía Nacional en servicio activo, en situación transitoria a disposición, incluyendo a los empleados  civiles”. 

Es pues, deber de la Policía Judicial, como se desprende de la investigación realizada, el referir y mantener la Cadena de Custodia y,  al incumplirse este deber, el agente policial comete una falta disciplinaria, que según el tenor del Art. 62 # 5 del mismo cuerpo legal, la califica como falta grave o de segunda clase.

El artículo antes mencionado, incluye la negligencia en el cumplimiento de las funciones propias del servicio que tendrán como sanción, “el arresto de 9 a 30 días; o  fagina de nueve a veinte días, o recargo del servicio de cuarenta y ocho a setenta y dos horas o represión formal.”

Cabe en este punto puntualizar que el Código Penal de Policía Judicial, no tipifica la conducta de destrucción, alteración o modificación de la prueba como conducta punible.
Una vez descrita la realidad jurídica procesal de la cadena de custodia y su abandono dentro de la variedad de normas jurídicas existentes, estableceré la contradicción existente entre la falta de reglamentación y el continuo señalamiento por seguir la llamada cadena de custodia.

En el Reglamento de la Policía Judicial en el Art. 83 se establece la Sección Centro de Acopio y Conservación de Elementos Materiales, que estará dirigido por un oficial o clase especializados que serán responsables en última instancia por la seguridad e integridad de las evidencias depositadas; al ser una dependencia técnica esta se encargará de:

“1. Reunir y mantener en forma sistematizada todos los elementos materiales, vestigios, indicios o evidencias recogidas durante la investigación Fiscal y/o policía hasta la etapa del juicio o resolución judicial en que se decidirá su destino final;…

3.- Mantener  y referir la Cadena de Custodia.” (la negrita es mía)

De igual manera la segunda disposición general del mismo cuerpo de ley antes citado establece que: “En toda investigación se actuará en forma obligatoria con criterio técnico centralizado y de Policía Judicial integral, debiendo cumplir con los requisitos de Cadena de Custodia, sin prescindir de la responsabilidad y dirección jurídica del representante del Ministerio Público."
Art. 74 del Reglamento de la Policía Judicial ecuatoriana, Sección Balística dispone: 1. Mantener la documentación técnica de las armas…; 2. Identificación de las armas de fuego…; 3. Mantener la Cadena de Custodia” (la negrita es mía)

Estos son algunos de los artículos que se encuentran dentro del Reglamento de Policía Judicial ecuatoriana que consagran este procedimiento, pero que lastimosamente no tiene el desarrollo legal adecuado.

A pesar de los intentos de desarrollar el procedimiento de Cadena de Custodia de manera práctica, las autoridades de la Policía Judicial en virtud de lo que establece el Art. 16 Numeral 2 del Reglamento de Policía Judicial, ha redactado un proyecto de Manual de Cadena de Custodia que pasaría a formar parte de nuestra legislación como un reglamento interno.

Así, el artículo 16 del Reglamento de Policía Judicial, establece:

Art. 16. - Son deberes y atribuciones del Consejo Directivo:

1. Establecer las políticas y los programas de acción de la Policía Judicial y supervigilar su actuación;

2. Aprobar y expedir los reglamentos internos, manuales e instructivos que presentare el Director Nacional de la Policía Judicial o alguno de los miembros del Consejo Directivo;…

Es a través de esta norma que el cuerpo policial busca establecer directrices de la cadena de custodia, un primer intento para desarrollar este procedimiento que se traduce en una copia del manual práctico y de estudio que tiene la policía para entender sus deberes y obligaciones, dentro de los cuales se encuentra la cadena de custodia.

Dicho manual enuncia consideraciones que deben tomarse en cuenta para lograr éxitos en la cadena de custodia y la forma en la que el cuerpo de inspección ocular debe tratar a la escena del delito.

Acerca de los responsables de la cadena de custodia manifiesta que: Es responsabilidad de toda persona, organismos de socorro, bomberos, paramédicos, profesionales de las casas de salud, Policía Nacional y funcionarios del Ministerio Público ejecutar todas aquellas acciones y procedimientos que permitan llevar una correcta cadena de custodia.

 Creo al respecto que si bien es un inicio, el proyecto de Manual de Cadena de Custodia no individualiza el paso a dar en el momento de que esta falle, ya que no se da ninguna directriz sobre el actuar de aquellas personas que han verificado algún desperfecto en este procedimiento.

Me adhiero en este sentido a lo establecido en el Manual de Cadena de Custodia Colombiano que establece que en el evento de existir algún desequilibrio en la cadena de custodia la persona encargada debe dar informe al Fiscal para que constate y tome las medidas necesarias según el caso, ya que éste por ley es el encargado de referirla y reglamentarla según los avances científicos y técnicos

Mucho más lógico y certero me parece la reforma que se realizó al Código Penal Colombiano mediante ley 890 de 2004 en la cual se añade un capítulo (9) al título referente a los actos tendientes a desviar la correcta administración de justicia. 

Dicho artículo establece como conducta típica el ocultamiento, alteración o destrucción de los elementos materiales del proceso, manifestando lo siguiente:

Artículo 454B.- Ocultamiento, alteración o destrucción de elemento material probatorio. El que para evitar que se use como medio cognoscitivo durante la investigación, o como medio de prueba en el juicio, oculte, altere o destruya elemento material probatorio de los mencionados en el Código de Procedimiento Penal, incurrirá en prisión de cuatro (4) a doce (12) años y multa de doscientos (200) a cinco mil (5.000) salarios mínimos legales mensuales vigentes.


Norma que para mi investigación es crucial dentro del ordenamiento jurídico, y a la cual me sumo al considerar su presencia básica en el ordenamiento jurídico del Ecuador, ya que recoge los elementos procesales, constitucionales y de orden social que le da su validez e importancia.

Considero que la legislación colombiana ha llegado a desarrollar y a controlar mediante ley este tipo de eventos que en la justicia penal son recurrentes y dignos de este trato.


En este acápite es menester anotar que varios casos en la realidad jurídica penal ecuatoriana han sufrido las consecuencias de la actuación deficiente de los investigadores, los cuales desconocen o no comprenden su rol en el proceso investigativo.


A continuación haré un breve análisis del caso No. 197-91 cuyos antecedentes son: 

El día 21 de abril de 1991, el ciudadano colombiano Guillermo León Londoño es detenido en la Panamericana Norte por exceso de velocidad, razón por la cual el agente policial solicita la presentación de documentos observando que estos han sido adulterados, procediendo a detener el vehículo y llevarlo a los patios de retención.

Es así que Guillermo León Londoño contacta a Alonso Germán Castro Castro para que, del interior del automotor, retire cierta cantidad de dinero que se encontraba en dicho automóvil, acordando que por este retiro se pagaría la cantidad de quinientos mil sucres. 

Una vez pactado el precio del retiro Alonso Germán Castro, conversa con su primo en segundo grado, el Capitán Gustavo Herminio Muños Castillo, el cual le facilitará en ingreso a los patios de retención.

Dicho capitán mantiene conversación con Luis Samaniego, cabo en servicio activo, quien será el encargado de proporcionar las medidas necesarias para que este realice el retiro del dinero a cambio de  beneficio económico.

De los testimonios (fjs. 8) Luis Samaniego relata que al percatarse de dicha irregularidad comunica a sus superiores, los cuales montan un operativo, en donde se encuentra en poder de Alonso Germán Castro: 301 billetes de cien dólares, 204.000 sucres en efectivo, un billete de 100 dólares falso, 5 billetes de diez dólares verdaderos,  2 dos billetes adicionales de 100 dólares verdaderos, etc.

El día 25 de Abril de 1991 el Servicio de Investigación Criminal de Pichincha (S.I.C.P.), emite su informe, cuya conclusión es que los 301 billetes de cien dólares que han sido sometidos al análisis respectivo de sellos, papel y firmas,  son notas falsificadas, utilizando   el sistema de offset o fotomecánico, los mismos que han sido perforados.

Una vez anunciados los antecedentes de este proceso, por sorteo se radica la competencia en el Juzgado Séptimo de lo Penal de Pichincha, emitiéndose cinco años más tarde el informe Fiscal que establece que: 

De autos se desprende que no se a podido probar  de conformidad a derecho la infracción a que se investiga, especialmente no consta de autos lo solicitado por el Suscrito Fiscal de  fs. 58 del proceso, esto es que consten absolutamente a sus ordenes las evidencias físicas que aduce el informe policial, para que de esta manera poder haber realizado un examen grafotécnico de dichas evidencias. [las negritas son mías]

Acotando que “ la negligencia por decir lo menos para dar trámite respectivo a este juicio, se ha iniciado en 1991, el 29 de Abril y su señoría me pasa al despacho recién el 31 de Octubre de 1995, por lo que considero negligente la actuación del Juzgado para comprobar la presente infracción”

En su informe recalca “que como se puede creer y sancionar a los ciudadanos si cuando el Fiscal solicita la presentación de la evidencias  el organismo policial no lo hace” [las negritas son mías], por lo tanto, considera que por no haber existencia de prueba plena y por la negligencia antes citada,  no es posible la realización del juicio penal.

El Juzgado Séptimo, un año más tarde, da su sentencia el  25 de julio de 1996 acogiendo el dictamen Fiscal y dicta auto de sobreseimiento definitivo del proceso y de los sindicados, dicho proceso sube en consulta a la Segunda Sala de la Corte Superior de Justicia,  la cual confirma el auto dictado por el inferior, fundamentándose en que la base del juicio penal es la comprobación conforme a derecho de la existencia de alguna acción u omisión punible y que en el caso en referencia no se ha comprobado la existencia material de la infracción.

Relatados los aspectos esenciales del proceso a analizar uno de los puntos  de importancia radica en el factor tiempo, ya que desde el auto cabeza de proceso hasta la finalización del proceso, transcurrieron seis años, recibiendo el Juez una multa del 10% del salario mínimo vital.

Es menester tomar en cuenta que la actuación de la Policía Judicial es trascendental dentro de la fase investigativa y acusatoria, siendo su obligación cuidar y conservar la evidencia que liga al sujeto al proceso penal. Al existir la evidencia, esta debe ser custodiada hasta el término del proceso, cumpliendo los deberes a ellos encomendados y prevaleciendo de esta manera las reglas de Cadena de Custodia que deberían primar en todos los delitos en los que se podría ver vulnerado el bien jurídico protegido.

La evidencia encontrada en la escena del delito, como se ha tratado de establecer en esta investigación, tiene trascendencia dentro del campo probatorio, por la posibilidad que le da al juzgador de fijar responsabilidad dentro de un proceso específico. Pero si esta no tiene el manejo y el control adecuado por parte de los funcionarios públicos y de los peritos, no tendrá utilidad jurídica, ya que al ser desvirtuadas o desaparecidas, el proceso queda sin base legal y el aparato judicial perderá tiempo y recursos para determinar que por falta de evidencia no se puede continuar con un proceso penal.

La responsabilidad  en este caso recae en el Juez, quien es el encargado de velar por el cumplimiento de las normas rectoras que le obligan a administrar justicia conforme a derecho, y en la Policía Judicial y Fiscales los cuales, al ser auxiliares de la justicia, deben por obligación y por ética mantener incólume la investigación, desechando cualquier tipo de corrupción o desvió de la justicia por la satisfacción de intereses personales o de superiores.

Queda de esta manera el interrogante sobre el destino final de las “evidencias” que sirvieron de base en el proceso analizado, quebrantando de esta manera todo tipo de confianza y credibilidad a este organismo, el cual fue creado para salvaguardar los interés del grupo social y evitar el cometimiento de delitos, pero ¿cómo confiar en ellos, si a causa de estos, la correcta administración de justicia se ve afectada por la falta de formación sobre la custodia de evidencias o por buscar su beneficio propio? Queda esta pregunta sin respuesta, la que podrá ser contestada por el lector según su propio criterio jurídico.

Refiriéndonos nuevamente a la observación del lugar de los hechos, el resultado que se obtenga de esta investigación constituirá un aporte para el proceso penal ya que se recolectarán las evidencias que se encuentran en la escena del crimen, constituyéndose éstas en testigos mudos que pueden aclarar la verdad de los hechos por lo que deben ser tratadas con el mayor cuidado posible y  la protección adecuada.

Es por esta razón que el investigador, una vez que llega a la escena del crimen, lugar importante que determinará la realización del delito, debe seguir varios pasos para proteger estos indicios.

En la mayoría de legislaciones se encuentran procedimientos a seguir los cuales dentro de la práctica jurídico-criminal son semejantes en su base pero que en su control y desarrollo pueden ser diferentes de acuerdo al grado de madurez que posean los diferentes procedimientos, así por ejemplo la legislación colombiana es una de las normativas a nivel latinoamericano más detallista de los principios, procedimientos e importancia de la bien llamada cadena de custodia de evidencias.

En la legislación ecuatoriana los artículos a seguir en estos casos son los siguientes:

Art. 91. Código de Procedimiento Penal.- Prueba material.- La prueba material consiste en los resultados de la infracción, en sus vestigios o en los instrumentos con los que se la cometió, todo lo cual debe ser recogido y conservado para ser presentado en la etapa del juicio y valorado por los tribunales penales.

Art. 92. Código de Procedimiento Penal- Reconocimiento.- Si la infracción es de aquellas que, por su naturaleza, produce resultados visibles o deja vestigios, el Fiscal o la Policía Judicial irá al lugar en que se la cometió para practicar el reconocimiento. El resultado, los vestigios, los objetos o los instrumentos de la infracción serán descritos prolijamente en el acta de reconocimiento y pasarán a custodia de la Policía Judicial. Si hay necesidad de pericia, se observarán además las reglas pertinentes.

Los articulados anteriores hablan de los instrumentos o indicios encontrados en la escena del delito los cuales deben ser individualizados de manera prolija. Esta norma es un mandato destinado al Fiscal y a la Policía Judicial con el objeto de referir los indicios encontrados en el lugar de los hechos; en concordancia, se encuentra en el Reglamento de la Policía Judicial el Art. 68 que prescribe que la sección especializada (inspección ocular) para realizar esta actividad, está bajo la dirección de los Fiscales y le corresponde:

1. “Acudir al lugar de los hechos;

2. Ejecutar las técnicas criminalísticas de observación, búsqueda, protección, revelado, fijación, levantamiento, embalaje, etiquetado y transporte de toda huella, vestigio, señal, indicio, objeto, documento o instrumento que permita esclarecer la verdad de los hechos.

3. Tomar huellas papilares de los cadáveres y de las personas identificadas para proceder a la identificación;

4. Iniciar la Cadena de Custodia;
5. Elaborar el informe de todo lo actuado y remitir los elementos encontrados a las diferentes Secciones del departamento de Criminalística”.[las negritas son mías]

En este artículo podemos ver, en el numeral segundo, que el tratamiento de la  evidencia trae consigo un sinnúmero de procedimientos que los investigadores deben seguir, y para este efecto, el Manual de Policía Judicial ecuatoriana, realiza un estudio sobre lo que este cuerpo policial debe cumplir, empezando por la protección del lugar, observación y búsqueda de evidencias, fijación del lugar y las evidencias, protección y embalaje y traslado de evidencias.

Este es el inicio del procedimiento de conservación y protección de la prueba, a partir de este punto todo elemento probatorio que constituya un aporte al proceso penal deberá ser tratado con la mayor prolijidad y cuidado. Por tal razón  es obvio que todos aquellos pasos que se deben dar para llegar a la cadena de custodia lleven inmersos lineamientos a seguir, así por ejemplo:

La protección del lugar consiste en: “Todos los procedimientos tendientes a mantener la escena intacta y sin ningún tipo de modificaciones ni alteración alguna, es por esto que el policía de ninguna manera es un mero espectador de los hechos, debe evitar la aglomeración de los miembros policiales o de cualquier funcionario que no tenga nada que ver con el suceso evitando su ingreso si no tiene causa justificada”
 .

La escena del delito puede ser protegida por cintas plásticas, conos o cualquier objeto que constituya un obstáculo a los curiosos o personas que puedan alterarla. Lo curioso en este punto es que a pesar de que sea un deber especifico, el incumplimiento de este no posee sanción específica, por tal razón será encuadrada en una omisión o incumplimiento de su deber, cuyo tratamiento fue descrito anteriormente.

Aquí el investigador deberá observar detenidamente la escena y encontrar todos aquellos elementos que puedan servir para esclarecer la verdad del hecho delictivo, teniendo la obligación de no desechar ningún vestigio por considerarlo intrascendente, ya que descartarlas, es responsabilidad de los expertos o peritos.

En lo referente a la  observación de la escena del hecho y búsqueda de los indicios  el manual explica que es: “un examen visual de la escena procurando determinar el tipo de suceso y el lugar central o principal de la escena a fin de proceder inmediatamente con la búsqueda de todos las evidencias presentes”
,  teniendo en cuenta siempre la utilización de métodos diferentes de observación, siguiendo procedimientos aplicables a lugares abiertos o cerrados, respectivamente.

El paso siguiente en este procedimiento será la fijación del lugar y de las evidencias, es decir:

Documentar la escena, el cadáver y sus indicios mediante el uso de fotografías, grabaciones de video, planos, esbozos a mano alzada, etc., además de una descripción escrita detallada a fin de contar con un medio que nos permita tener una idea clara y objetiva del lugar donde se desarrollaron los hechos así como la ubicación de cada evidencia y la posición de la víctima
.

Procedimiento que ayudará a los expertos a realizar la reconstrucción de los hechos.

En este procedimiento la recolección y embalaje de las evidencias,  constituye el inicio de la Cadena de Custodia, es considerado un proceso técnico que debe realizarse de la manera más prolija posible, ya que para conservar las huellas o los elementos que pueden aportar al juicio, la persona encargada de la realización de esta tarea, deberá utilizar guantes desechables e instrumentos tales como pinzas de metal, algodón esterilizado, papel filtro, tubos de ensayo, barrederas, etc., que evitará el incorrecto manejo de la evidencia, ya que el incorrecto manejo de este material podría alterar el indicio encontrado en la escena del crimen.

Por ejemplo podemos imaginarnos un caso de muerte, en la escena del delito se encuentran elementos como: el arma, sangre, diario, etc., todos estos podrían servir para establecer la causa de la muerte, es decir si fue un asesinato, homicidio o suicidio. Si el cuerpo de inspección ocular da un mal manejo del arma, es decir la recoge sin los guantes antes mencionados, podremos encontrar más de una huella digital en el arma homicida, teniendo como consecuencia la adulteración de la prueba que puede identificar al autor del acto delictivo.

Una vez realizada esta recolección se procederá al embalaje, que tiene como objetivo el guardar, inmovilizar y proteger algún indicio dentro de algún recipiente que proteja a dicho vestigio de cualquier contaminación producida por la temperatura, ambiente, etc., que pueda influir en el análisis a realizarse; finalizando con el etiquetado que es la individualización de todas las evidencias encontradas en el lugar, colocando datos como: número del caso al cual pertenece, la indicación del lugar de los hechos como el lugar donde  fue encontrado, tipo de evidencia y destino de esta; y, la identificación de la persona que se hace cargo del traslado del vestigio a la Sección de Criminalística correspondiente, teniendo siempre que regirse por las reglas de Cadena de Custodia antes mencionadas.

La doctrina extranjera  equipara la inspección ocular con la  inspección judicial, permitiéndome citar a Benjamín Iragorri Diez  quien establece que:

En muchos casos, la inspección judicial sirve para asegurar la intangibilidad de las huellas, rastros, señales que el delito deja, como sucede en los delitos de homicidio, robo, daño en propiedad ajena, destrucción de plantaciones, ocupación abusiva de la propiedad privada. Puede decirse que el antiguo principio de que “no hay nada en el entendimiento que no haya pasado primero por los sentidos”, se aplica a la inspección judicial
.

Debido a la falta de cumplimiento de estas directrices y a la irresponsabilidad de algunos miembros de la Policía, han existido procesos como el analizado en páginas anteriores (Ver Supra 35)que no han tenido la sanción respectiva, ya que la corrupción en algunos casos o la falta de información, han hecho que la evidencia no tenga el valor probatorio dentro del proceso, por lo que la administración de justicia debe, por falta de prueba, declarar a la persona vinculada con el proceso penal, inocente.

Por este tipo de casos y otros dentro de la práctica judicial la Cadena de Custodia es un procedimiento que debe cumplirse con rectitud y probidad, la responsabilidad recae en los funcionarios públicos que tienen a su cargo el manejo de la evidencia y su cuidado.(las negrillas son mías)

Dicha responsabilidad deberá ser fijada tomando en cuenta el daño causado y la gravedad de la infracción, teniendo en consideración que el grupo vulnerado es la sociedad, ya que rompe la confianza depositada en este organismo y en la administración de justicia.

Por esta razón nuestra legislación  en el Art. 8 del Reglamento de Policial  establece que son deberes de esta institución: “Proteger, recolectar y preservar los elementos, materiales y documentales que constituyan vestigios en la escena del delito, en apoyo y colaboración a las actividades desarrolladas por el personal de Inspección Ocular Técnica, cuidando el manejo eficaz de la Cadena de Custodia de las evidencias”.


Y si algún momento se olvidaran estos deberes para con la sociedad, es necesario reparar el daño causado con la imposición de la sanción respectiva establecida en el Reglamento Disciplinario de la Policía Judicial, el cual ya fue tratado anteriormente.
El ordenamiento jurídico ecuatoriano, menciona incontablemente en su legislación policial “referir, mantener y custodiar las evidencias”, sin que la ley determine qué se entiende por Cadena de Custodia, los pasos a seguir en la misma, el acta de registro de custodia, y mucho menos sanciones en el momento en que ésta se incumple, debiendo por analogía o criterio del juzgador policial aplicar la sanción correspondiente si él considerare que es una falta disciplinaria. 

Lo que reafirma la existencia de un vacío legal que tristemente deberá ser completado por el Manual de Policía Judicial o por la experiencia internacional y no por una norma que la respalde y garantice el correcto manejo de la evidencia.

Concluyo con una observación: el Reglamento General para el Funcionamiento y Desarrollo del Sistema Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses, en su Art. 2 numerales 5 y 6, menciona que los fines de esta son: coadyuvar con las autoridades competentes para garantizar la correcta aplicación de las normas del debido proceso, proteger las huellas materiales de los delitos; y, encontrar los medios adecuados para la custodia y conservación de las evidencias; pero,  ¿cómo hacerlo si la ley penal, procedimental penal o policial no la reglan por causa de legisladores que no comprenden su trascendencia en el proceso y muchos de estos no tienen conocimiento de la existencia de la llamada Cadena de Custodia de la evidencia?

CAPÍTULO II

DEL PROCESO PENAL

2.1. DESCRIPCIÓN DEL PROCESO PENAL EN EL ECUADOR


Las reformas realizadas al Código de Procedimiento Penal en el año 2001, mandan a que el proceso sea oral, reformando el viejo sistema escrito. Sin embargo, hasta la fecha, no se han dado los cambios necesarios en el sistema judicial ecuatoriano para cumplir con lo que dispone la ley debido a múltiples razones que deben ser motivo de un estudio posterior.


El artículo 206 del Código de Procedimiento Penal del Ecuador establece que el proceso se desarrolla en las siguientes etapas:

· Instrucción Fiscal

· Etapa Intermedia

· Etapa del Juicio

· Etapa de Impugnación

Antes de estas etapas existe la llamada indagación previa, conocida también como preprocesal, dentro de ella se enmarcan todos los actos dirigidos a la iniciación del proceso penal y su fundamento es darle firmeza o sustento a la iniciación de la acción penal.

Esto se desprende de lo que manifiesta el artículo 215 del Código de Procedimiento Penal del Ecuador que dice: “Antes de resolver la apertura de la instrucción, si lo considera necesario, el Fiscal con la colaboración de la Policía Judicial que actuará bajo su dirección, investigará los hechos presumiblemente constitutivos de infracción penal que por cualquier medio hayan llegado a su conocimiento”.

Esta no puede durar más de un año tratándose de delitos reprimidos con prisión y dos años en delitos reprimidos con reclusión, plazo que deberá contarse desde el momento en que el Fiscal conoció el hecho.

La investigación previa servirá para que el Fiscal, si lo corresponde, dé inicio a la Instrucción Fiscal, aunque los plazos antes mencionados hayan fenecido y siempre y cuando la acción penal no haya prescrito.

El Ministerio Fiscal o Público, de acuerdo con lo que establece el artículo 219 de la Constitución Política de la República del Ecuador, lleva en su actuar cuatro funciones básicas que pueden resumirse en: 

- Prevenir en el conocimiento de las causas.

- Dirigir y promover la indagación previa las etapas   del proceso penal junto con la ayuda de la Policía Judicial en los casos específicos que se requiera.

- La acusación de los presuntos infractores ante el funcionario competente.

- Impulsar esta acusación en el juicio penal.

Todo esto permite de cierta manera, la inmovilización de testigos y la custodia de objetos e instrumentos con los que se comete el delito mediante la utilización de medios oportunos y objetivos.

En esta etapa de indagación previa, pueden realizarse diligencias procesales tales como actuaciones de particulares, Ministerio Público, actuaciones de organismos de control, Policía Judicial, etc.

Una vez terminada esta etapa, y de creerlo necesario, el Fiscal podrá dar inicio a la Instrucción Fiscal previa su resolución, la cual tendrá como antecedente, según lo establece el artículo 217 del Código de Procedimiento Penal, los fundamentos suficientes para imputar a una persona la participación en un hecho delictivo, teniendo que describir el hecho punible, consignar los datos personales del ya imputado y no sospechoso como se lo llamaba en la indagación previa, descripción de elementos que han servido de base para la imputación, la fecha de la instrucción, y el nombre del Fiscal a cargo de la Instrucción.

Es aquí donde se encuentra la decisión del Ministerio Público de comprobar la existencia de una acción pública, fundamentándola y estableciendo la relación entre el Estado y los sujetos principales del proceso. Por lo tanto, es un acto necesario sin el cual no puede haber proceso penal, que contiene una acusación provisional ya que puede ser susceptible de que se desvanezca según el avance de la Instrucción, siendo esta no impugnable y no revocable.

Esta etapa dura máximo 90 días improrrogables y concluye, según lo establece el artículo 225 del Código de Procedimiento Penal mediante un dictamen acusatorio o no acusatorio o, absteniéndose de acusar como lo determina el artículo 226 del cuerpo legal antes citado. Tratándose de falta de acusación del Fiscal, el artículo 231, establece la obligatoriedad de consulta de este dictamen al Fiscal superior. 

Es así que se da inicio a la Etapa Intermedia la cual se caracteriza por la realización de la audiencia preliminar en la que se consulta el expediente, se dispone que se escuche al imputado, al Fiscal y al acusador particular si lo hubiere, o a través de sus abogados defensores, según lo establece el artículo 229, su base es la intervención de las partes desprendiéndose del texto del artículo antes citado, la existencia de dos rondas de intervención.

Luego de escuchar a las partes, el juez penal leerá su resolución, pudiéndola suspender por 72 horas. Esta resolución puede contener el auto de llamamiento a juicio o el auto de sobreseimiento. En cuanto al sobreseimiento, éste da por terminado o suspendido el proceso penal, existiendo sobreseimiento definitivo por falta de acusación, o provisional del proceso y definitivo del imputado, según lo establecen los artículos 241 al 244 del Código de Procedimiento Penal.

De existir auto de llamamiento a juicio, según el artículo 232 del cuerpo legal antes citado, este contendrá la identificación del acusado (ya no imputado), el análisis de los resultados de la instrucción Fiscal, la descripción del delito y el grado de participación del acusado y la orden de detención en firme del acusado. Todo lo cual da inicio a la Etapa de Juicio.

Esta etapa tiene como finalidad que los sujetos del proceso penal realicen todos los actos necesarios para la comprobación mediante a derecho de la existencia de la infracción, el artículo 250 del Código de Procedimiento Penal ecuatoriano establece que el objetivo de esta etapa es el verdadero juzgamiento. Es aquí donde se concreta el principio de inmediación procesal ya que el juzgador tendrá contacto directo y objetivo con las partes y con las evidencias y pruebas que se le van a presentar, según lo establece el artículo 253 del cuerpo legal antes citado.

El artículo 254, establece la comparecencia del acusado, la cual tiene como finalidad establecer la contradicción entre él y el acusador o Fiscal. Es en esta etapa en la que el juzgador pide la presentación de la prueba y ésta ingresa al proceso penal.

Esta etapa concluirá con la expedición de la sentencia, la cual debe realizarse el mismo día en que finalizó la audiencia de juzgamiento, según lo establece el artículo 306 del código de procedimiento penal, o al tercer día posterior a la clausura del juicio, según lo establece el artículo 313 del mismo cuerpo legal.

La decisión se toma por mayoría de votos, es decir, dos votos de los tres jueces que integran el organismo juzgador, y tendrán como requisito la fijación del lugar y fecha en la que se dicta, datos generales del acusado, la enunciación de las pruebas practicadas, la enunciación de fundamentos de hecho y de derecho que sustenten su decisión, que puede ser la de condenar o de absolver, la parte resolutiva, es decir, la aplicación de la pena, la condena de pago de daños y perjuicios de darse el caso y la firma de los jueces correspondientes.

El artículo 311 del Código de Procedimiento Penal, establece que de darse la absolución, cesarán todas las medidas cautelares dadas para el caso, seguido por el 312 que establece la obligación de la precisión del delito por el cual se condena y la pena que se impone.

Una vez finalizado el proceso, las partes podrán ejercer su facultad de impugnar mediante recursos como el de nulidad, el de apelación y el de casación.

Todo esto constituye la base del proceso penal ecuatoriano, el cual tiene como finalidad la averiguación de la verdad y, según lo que se desprende de la legislación procesal penal ecuatoriana, éste constituye un sistema acusatorio porque:

La jurisdicción reside en tribunales penales, la persecución penal se coloca en manos de una persona de existencia visible, el acusado es un sujeto de derechos colocado en una posición de igualdad, el procedimiento consiste en un debate público, oral y continuo, en la valoración de la prueba impera el sistema de íntima convicción y, la sentencia es el resultado del escrutinio de votos de una mayoría determinada
.

Ahora bien, siguiendo al mismo autor debe considerarse lo que él llama un sistema mixto, que tiene tintes tanto del sistema inquisitivo como del acusatorio, al existir dentro de la legislación procesal ecuatoriana la llamada indagación previa, el sistema de control de la fase media, etc., el sistema procesal penal ecuatoriano en teoría puede ser catalogado como un sistema acusatorio, pero que en la práctica y según la doctrina, entraría dentro de los sistemas mixtos que aún siguen en camino de llegar a un sistema acusatorio total.

2.2. IMPORTANCIA DE LA CADENA DE CUSTODIA: INTERRELACIÓN ENTRE CADENA DE CUSTODIA, ELEMENTOS PROBATORIOS Y  PROCESO PENAL.

En este acápite debe mostrarse en primer lugar que la prueba como tal es el vinculo que posee el proceso con el hecho delictivo y la persona que realiza la acción, esta puede afirmar y mantener un control sobre los hechos iniciadores de la acción penal, por lo tanto podemos decir que la prueba tiene una finalidad unión funcional con los hechos a probarse en el desarrollo de este, transformándose en una garantía para el proceso y para las partes porque en ella descansa el interés del descubrimiento de la verdad.

Se parte de la idea de que a través de la prueba se verifica o no la existencia de un hecho que se afirma, y bajo el análisis del juzgador podrá dar la consecución de los hechos para verificar, de la manera más acorde a la realidad, la forma en la que el acto delictivo fue realizado.

La prueba es “el medio más seguro de lograr la reconstrucción de modo comprobable y demostrable, pues la inducirá de los rastros o huellas que los hechos pudieron haber dejado en cosas o personas”
.

De aquí deriva la convicción de culpabilidad necesaria para aplicar la sanción respectiva al imputado o acusado, la cual debe como se dijo anteriormente estar libre de todo vicio o acto de corrupción que pueda influir de manera directa en el juicio del juzgador
Si el estudio del proceso es reafirmar la conducta delictiva, se debe partir tomando en cuenta el Hecho el cual es un dato de conocimiento sensible, que se manifiesta en el proceso a través de la prueba, pues el objeto de la prueba es el hecho, su finalidad está dirigida a demostrar ese hecho y establecer sus partícipes, pues, si el hecho no está probado, la norma de derecho no puede aplicarse.
En el proceso nos encontramos en primera instancia en un estado de conocimiento bajo o escaso sobre el acaecimiento de los hechos sobre el cual versa la investigación, partiendo de ese modo desde la duda hasta llegar a un grado de certeza que le permita al juzgador sentenciar.

Pasar de la incertidumbre a un grado de certeza capaz de afianzar en el juzgador el convencimiento de los hechos investigados en el delito podría considerarse un éxito para el proceso penal, en contradicción a esta alternativa se encuentra la posibilidad de que un grado de certeza se convierta en incertidumbre. Supongamos que la prueba N vincula directamente al sujeto A en el cometimiento del delito, N se pierde, se contamina y deja de apoyar esta vinculación, dejando así al proceso y al seguimiento de esta acción sin fundamento, traduciéndose esto en una pérdida de tiempo y recursos, aportando de esta manera  al detrimento de la seguridad jurídica.

Si la prueba produce en algún caso incertidumbre, cabe recalcar que esta no puede ser motivación suficiente para que el Juez condene, de esta manera la prueba se convierte en la sustancia vital del proceso penal.

He mantenido en mis exposiciones que las evidencias, además de cumplir con el papel de ser elementos de convicción para las actuaciones del Fiscal y motivación de los jueces, son la base de la prueba penal, por ello es necesario custodiarlas hasta que llegue el momento de legitimarlas y judicializarlas para que se vean valoradas como pruebas, convirtiéndose en uno de los medios probatorios mas objetivos para demostrar los hechos y todas las circunstancias que englobaron la actividad delictuosa.


Es en este punto en el que me permitiré establecer que la prueba material otorga a las partes, Fiscal y Juez una verdad científica verificable a través de procesos científicos concretos, procedimientos que permiten establecer en cualquier etapa del proceso el nexo necesario para  iniciar el proceso penal, llamar a juicio y su sentencia.


De manera contraria esta puede dar por terminada la hipótesis que genera la idea de que tal o cual persona cometió el delito. En definitiva esa verdad científica puede ser a favor o en contra de la persona que se encuentra en el medio de un proceso penal.

Así puedo manifestar que los elementos materiales que han sido tomados en la escena del delito, son los medios probatorios que más objetividad poseen a fin de demostrar los hechos y todas las circunstancias que englobaron al hecho, cosa que en varios sujetos procesales no se podría dar.

Así por ejemplo, podemos afirmar que los testimonios dados por la víctima o por testigos referenciales no tienen la misma certeza sobre los hechos que se quieren verificar en el proceso, no porque el testigo no sea idóneo sino que dentro de sus perspectivas lógicas, el testimonio puede verse afectado por sentimientos o afectos que dan un nivel de subjetividad.

Esta subjetividad en la que podría verse inmerso un testimonio frente a la objetividad que otorga la prueba material, da un grado de certeza mayor al juzgador, claro está que la prueba material no excluye ni resta el valor de la prueba testimonial, ni mucho menos le quita aplicabilidad en el proceso sino más bien es un aporte más a la dinámica del proceso.

Debe recalcarse que no es mi intención dentro de esta investigación establecer que la tasación del valor probatorio sea una línea a seguir, menos aún que el sistema de valoración que se utiliza en el Ecuador se rige por esta manera de establecer la importancia de la prueba aportada en el proceso. 

La sana crítica la cual está consagrada en nuestro ordenamiento jurídico en el artículo 86 del Código de Procedimiento Penal crea en nuestro sistema procesal penal la posibilidad de entender las decisiones de los órganos jurisdiccionales y de controlar las mismas ya que la fundamentación de las resoluciones llevará a ver la interacción de todos los elementos de convicción o pruebas de descargo que le sirvieron a este para tomar su decisión.

Sistema de valoración acertado y al que me adhiero al considerarlo un medio eficaz de valorar la prueba, utilizando los medios lógicos y de raciocinio que deberán verse reflejados en el fallo.

Así mismo, la prueba material está sujeta a esta valoración y debe proporcionar al investigador o juzgador una verdad científica comprobable del hecho.

Me sumo a lo establecido por Taruffo al establecer que “el hecho es el objeto de la prueba o su finalidad fundamental, en el sentido de que es lo que es probado en el proceso"
.


Partiendo de la idea de que la comprobación del hecho es la base de la iniciación del proceso penal, debe primero establecerse si éste puede tener o no relevancia jurídica, diciéndolo de otro modo, si es o no capaz de impulsar el ejercicio de una acción penal.


El hecho por si solo permitirá al investigador o al juzgador, la posibilidad de encuadrarlo en una norma que se encuentre tipificada en el ordenamiento jurídico.


Hay varias maneras de conocer el hecho, bien sea a través de testimonios o a través de la prueba material. El primero será mediante descripciones y el segundo mediante procedimientos científicos comprobables, ambos aportan al proceso elementos que pueden afirmar o no la realización de la conducta investigada. Debe tomarse en cuenta aquí la subjetividad en la que puede estar inmersa la narración testimonial dependiendo del grado de afectación que el hecho haya producido en el testigo.


Así lo manifiesta Taruffo al decir que “narraciones pueden ser falsas o no tener pretensión de verdades, de forma que no parece que la coherencia de la narración determine su veracidad”
. De esta manera se refuerza la idea de que la importancia de la prueba material se encuentra en ella misma.


Se parte primero de la idea de que al formularse varias hipótesis, el investigador tendrá que basarse en los hechos que se le presentan para individualizarlos y dentro de esta, encontrar un grado de confirmación necesario para iniciar con la actividad estatal, conocimiento que debe estar derivado de las pruebas necesarias que deberán ser incluidas en el proceso.


Al ser la prueba material un elemento de convicción lo suficientemente creíble (si se ha respetado la cadena de custodia) la línea a seguir dentro del proceso debe seguir su rumbo normal, cumpliéndose todos los requisitos establecidos por la ley para no poner en riesgo la tranquilidad social.


Debe establecerse que la presencia de  elementos de prueba material no excluye en lo absoluto el ingreso de otras pruebas al proceso ya que si bien es cierto dentro de esta investigación se esta marcando la importancia de la prueba material, la otras pruebas gozan de relevancia dentro del proceso penal.


Por ejemplo podemos establecer la situación A, la cual tiene elementos probatorios distintos B, C, D, el elemento probatorio B demuestra que X tuvo participación directa en A, pero las circunstancias C y D le dan al juzgador un grado de conocimiento adicional que le permitirá establecer que A fue producto de B, C y D. -un homicidio preterintencional por ejemplo-.


Por lo tanto, se puede inferir que la cadena de custodia de las evidencias físicas dentro del desarrollo del proceso es importante, ya que si hablamos de la existencia de una sola prueba capaz de unir al sospechoso con el acto delictivo o desvincularlo totalmente, o varios elementos probatorios que pueden servir de apoyo al juzgador, este procedimiento de protección será la base para el éxito o fracaso del proceso penal.


Es por esto que los elementos que van a aportar a la verificación del hecho deben ser custodiados, así este procedimiento que ha sido descrito anteriormente (ver Supra 25) es uno de los pasos investigativos esenciales a fin de mantener y generar el principio de mismidad, para lograr demostrar al juez la importancia del elemento recolectado en el lugar del hecho.

Para que las evidencias conserven su contundencia probatoria, es necesario que permanezcan inmunes a  cualquier crítica que desvirtúen su valor y por ello es que deben someterse a un riguroso proceso de protección, recolección y custodia.

Por esto creo que la cadena de custodia es uno de los procedimientos que deben gozar de su importancia dentro del sistema acusatorio, ya que está concentrada en la protección de la prueba material.

Así la protección de la evidencia física en el procedimiento de la cadena de custodia, será relevante en todos los sistemas de juzgamiento, ya sea mixto, acusatorio, inquisitivo, porque si dentro del proceso no se puede verificar la autenticidad de la evidencia, ésta lastimosamente pierde todo el valor probatorio, el cual servirá dentro del proceso al juez para hacer su reconstrucción y afianzar su conocimiento.  Convirtiéndose a su vez en un procedimiento que no posee utilidad exclusiva ni para la defensa ni para la acusación. 

Ya sea en un procedimiento investigativo, policial o pericial, en el cual se vea involucrada la evidencia física, testimonial, psicológica, etc., debe garantizarse el respeto de la cadena de custodia y el cumplimiento de todas las normas reglamentarias, máximas científicas o postulados legales que la encaminen.  

La intangibilidad de la prueba material, el aporte al proceso penal antes descrito y el aseguramiento de que la verdad que derive de esta prueba no es producto de alteración, sustracción, reemplazo, modificación o contaminación de la prueba, protege el procedimiento de Cadena de Custodia. 

Por ello mi preocupación por que la cadena de custodia deba ser tomada como norma jurídica en el proceso penal ecuatoriano, ya sea remitiendo su conocimiento al Manual de Cadena de Custodia o estableciendo la pena al individuo que altere este procedimiento con fines de retardo o buscando la falta de administración de justicia tal como lo hace el Código Penal colombiano.

Al ser un filtro que evita que se condenen a inocentes o para que la acción penal sea ejercida, ésta debe ser desarrollada en la normativa jurídica ecuatoriana ya que sin ella las máximas establecidas para un debido proceso se ven afectadas.

Partamos entonces desde la interrelación que tienen los principios de inmediación, libertad, veracidad y congruencia de las pruebas, estos resumen la apreciación directa de la prueba por medio de la persona encargada de investigar y juzgar, evitando el engaño y la distorsión para que la resolución que se emita del órgano jurídico competente cree un estado de seguridad jurídica en el cual el “reproche final esté en concordancia con los hechos concretos que motivaron su acusación”
.

Es por tal motivo que la  Cadena de Custodia tiene trascendencia al momento de determinar la responsabilidad del delito, ya que Fiscales, Jueces y Ministros Jueces,  deben tener como base de lo actuado la evidencia que se recoge en el lugar de los hechos, las cuales deben estar debidamente preservadas, dentro de una adecuada Cadena de Custodia, que garantizará  su integridad y valor probatorio.

Estos elementos tienen su protección frente al órgano encargado de administrar justicia, ya que se hallan protegidas por un conjunto de garantías que buscan la dignidad de la persona, evitando los posibles excesos del poder que posee el Estado o el exceso de discrecionalidad por parte de los encargados de ejercer la acción penal estatal, precautelando que la persona que se encuentre dentro del desarrollo de una investigación penal o proceso penal tenga sus derechos y garantías íntegras.


Estos derechos protegen a la persona en lo referente a su vida, igualdad, o a cualquier otro aspecto fundamental  derivado de la capacidad que tiene el Estado de ejercer su Ius Puniendi el cual afectará el libre desarrollo del individuo dentro del orden social.


Convirtiéndose de esa manera en reglas fundamentales capaces de medir el justo desarrollo de la actividad estatal y por ende la aceptación de las decisiones adoptadas y su debida obediencia.

Solo así el Estado a través del órgano competente en la administración de justicia se convertirá en garante de su sistema y otorgará la seguridad jurídica adecuada, facilitando un conjunto de reglas que estarán en pro de los habitantes de un Estado dentro de un Estado de derecho.

Así, las garantías crean un soporte adecuado en el cual se elimina la violación de los derechos y dentro de su normativa creará sanciones específicas a quienes los vulneren.

La Constitución Política del Ecuador establece en el Artículo 24, un conjunto de garantías procesales las cuales son consideradas como derechos fundamentales de un estado de derecho y que deben ser obedecidas sin ninguna excepción.

Todo este conjunto de garantías, se extienden desde la etapa de juzgamiento hasta la sentencia, produciendo un juicio justo que ha seguido lo manifestado en el articulo 24 antes mencionado.

Aquí debe existir una correlación entre lo que manda la constitución, códigos sustantivos, adjetivos y demás leyes que estén en concordancia con el libre y correcto desarrollo del proceso, respetándose de manera global la garantía del debido proceso. La aplicación de una no excluye a la otra.

Por lo tanto, el debido proceso defiende y preserva el valor de la correcta administración de justicia, afianzando la idea de que esto ayudara a una correcta y pacífica convivencia de los integrantes del Estado ecuatoriano.

Así, el artículo 24 de la Constitución Política del Ecuador establece que:

Para asegurar el debido proceso deberán observarse las siguientes garantías básicas, sin menoscabo de otras que establezcan la Constitución, los instrumentos internacionales, las leyes o la jurisprudencia:

Nadie podrá ser juzgado por un acto u omisión que al momento de cometerse no esté legalmente tipificado como infracción penal, administrativa o de otra naturaleza, ni se le aplicará una sanción no prevista en la Constitución o la ley. Tampoco se podrá juzgar a una persona sino conforme a las leyes preexistentes, con observancia del trámite propio de cada procedimiento… (las negrillas son mías)

El texto constitucional ostenta un carácter de norma supralegal, que se traduce en el establecimiento de mandatos identificables y concretos y que, en el desarrollo de un proceso penal, deben ser tomados en cuenta dado el carácter imperativo y vinculante de los mismos pues, es en la Constitución donde se reconocen y garantizan los derechos fundamentales como un conjunto de normas que son determinantes dentro del ordenamiento jurídico.

Poniendo énfasis en lo que la Constitución Política del Ecuador estable al decir “solamente se puede realizar –acción penal- (la aclaración es mía) cuando existe la seguridad que al autor penal se le persigue, se le enjuicia y se le aplica una pena justa, en el marco de las leyes vigentes”

El debido proceso no solo marca la garantía de la prueba y su debida valoración sino también que da a la parte acusada la posibilidad de presentar pruebas de descargo y la debida confrontación de las otras que se encuentren dentro del proceso, así la indefensión por parte de la persona que esta dentro del proceso penal no podrá alegarse, dotándole al proceso de seriedad y juridicidad.

No debe olvidarse que si esta parte se violenta el proceso estaría violentando la presunción de inocencia que goza el sospechoso, imputado o acusado en el proceso penal y cuyo respeto es intrínseco en el proceso penal. De tal forma que si abandonáramos esta posibilidad entraríamos a un estado contrario al de derecho.

Solo respetando estas máximas en la resolución que dicte el órgano jurídico competente, se encontrará una condena o absolución que provenga de una relación de causalidad entre el perjuicio y el acto u omisión que es materia del proceso, teniendo como base pruebas debidamente tratadas y custodiadas.

A esta finalidad se le suma la averiguación de la verdad histórica y material del hecho, encontrando bases para demostrar la culpabilidad o inocencia del individuo, traduciéndolo en una condena o en la excarcelación en caso de medidas cautelares personales y su absolución.


Para finalizar mi investigación se debe tomar en cuenta que en el sistema acusatorio la práctica de la prueba penal es directa y se concentra en las diferentes etapas en donde lo que se busca es alcanzar con el nivel aceptable de certeza de los hechos para emitir una resolución acorde a derecho, es ahí donde el protagonista (la prueba) toma su papel relevante y, su correcto manejo y custodia, junto con el cumplimiento de las normas y procedimientos establecidos en la ley y la Constitución, le darán validez, respetándose el derecho a la defensa, ejercitándose el ius puniendi.


En caso de no respetarse esto respecto al elemento probatorio, se estará a lo establecido en el Art. 80 del Código de Procedimiento Penal que se traduce una regla de exclusión al establecer que:

Art. 80.- Ineficacia probatoria.- Toda acción preprocesal o procesal que vulnere garantías constitucionales carecerá de eficacia probatoria alguna. La ineficacia se extenderá a todas aquellas pruebas que de acuerdo con las circunstancias del caso, no hubiesen podido ser obtenidas sin la violación de tales garantías.

CONCLUSIONES

La prueba es el medio más confiable para descubrir la verdad, y a la vez, la mayor garantía contra la arbitrariedad de las decisiones judiciales. Esta búsqueda de los hechos contenidos en la hipótesis acusatoria debe desarrollarse tomando en cuenta la reconstrucción conceptual de aquellos.

Al ser la prueba la base de la actividad procesal debe ser recogida según las reglas que acrediten su validez y su confiabilidad, asegurando de este modo la aplicación del debido proceso, legitimando la actuación de los funcionarios que actúan dentro de esta y garantizando los derechos que posee cada imputado o acusado en lo referente al debido proceso.

Dentro de un proceso penal, el informe que el perito emite de las evidencias, es elemento suficiente de prueba, pues es la clave para tener la acusación basada en datos incontrovertibles y obtener sentencias fundadas en hechos comprobados, evitando de este modo las injusticias, fallos por adivinación y descargos por insuficiencia de prueba.

La cadena de custodia es un proceso sin interrupción y documentado que permite demostrar la autenticidad de la evidencia física. Si este proceso falla, el proceso penal pierde su sustento y si la decisión se toma sobre la base de pruebas contaminadas o inexistentes, tendremos el reflejo de la falta de idoneidad del Juez y el fracaso de los investigadores en obtener, administrar y custodiar eficientemente la prueba incriminatoria, dejando relucir que sólo la debida coordinación entre los investigadores, Fiscales y jueces permitirá la aplicación de la justicia pronta y correcta.

De ahí que la importancia de esta institución derive del correcto manejo de los elementos materiales de prueba que vinculen a la persona investigada con el acto delictivo en particular, lo cual permitirá que la fase acusatoria y procesal cumpla con la finalidad del proceso legal, que es la aplicación de la norma concreta y la imposición de la sanción respectiva, la cual tendrá como consecuencia la reparación del orden social y del daño causado.

La Cadena de Custodia evita la congestión dentro del sistema de administración de justicia, al dar trámite solo a aquellos casos que tengan una base jurídica, respaldada por la prueba que determine que se ha cometido el acto delictivo y que identifique a autores, cómplices y encubridores, de ser el caso.

Dentro de la investigación, la Cadena de Custodia resuelve si el elemento físico de prueba liga a un sospechoso con la víctima o viceversa, si puede contribuir a exonerar a un inocente o en todo caso, si se puede descartar la existencia del delito que se investiga, debido a la estrecha relación que tiene este procedimiento de resguardo de pruebas con los análisis a los cuales se somete la prueba, precautelando su integridad, garantizando su pureza y evitando manipulación de cualquier tipo.

La Cadena de Custodia constituye, a mi criterio, un paso de gran relevancia dentro de nuestra legislación, el cual permitirá a todas aquellas personas que se encuentran en la carrera judicial la correcta administración de justicia; a los profesionales una completa formación sobre este tema y un perfeccionamiento de los miembros de la Policía Judicial, laboratorios forenses específicos y Fiscales en general, los cuales por el rol específico que cumplen dentro del proceso penal, deberán tener la convicción necesaria de la existencia de la infracción, sin que medie corrupción o medio alguno que pueda desvalorarla y por ende, hacerla no aplicable dentro del proceso penal.

Pero el deber de proteger la prueba recae sobre las personas que forman parte de la Policía Judicial, la cual ayuda en la investigación y a su vez es la encargada de realizar los análisis periciales de la prueba, debido a que en este tipo de exámenes existe la posibilidad de que la persona encargada de hacerlos pueda valerse de su rol dentro del proceso y aprovecharse de la necesidad del individuo que necesite sus conclusiones periciales,  teniendo como consecuencia la mala administración de justicia.

Por esta razón creo que se debe reformar el Código y establecer que  la cadena de custodia forma parte de los deberes para ellos dados -Policía Judicial- esta debe ser verificada por el Fiscal en la continuidad del proceso, elevándole a una obligación permanente de este y establecida en la ley. Recordando lo ya desarrollado en líneas anteriores sobre la necesidad de establecer sanción debida.

Cabe destacar que sin prueba no hay acusación ni defensa. Generalmente, la prueba de cargo o de descargo no cae del cielo, tiene que buscarla y encontrarla el abogado, con una sola condición, que el profesional trabaje con la verdad y para la verdad.

Este tipo de prueba en general es relevante, porque permite a los miembros del Tribunal utilizar sus propios sentidos de percepción, siendo la experiencia personal mucho más amigable que escuchar la declaración de otra persona. 

 Pero la prueba material no habla por sí misma, deben  ser los abogados de las partes los encargados de extraer de ella los elementos importantes para la teoría del caso, debiendo sacársele todo el lustre posible, para que esta pueda ser apreciada por los juzgadores en su plenitud.

El Código de Procedimiento Penal del Ecuador considera, que el Juez no tiene inmerso dentro de sus deberes la obligación de la averiguación, sino el deber de verificación, de tal modo que el juzgador tiene el deber legal y moral de saber si esas afirmaciones son verdaderas,  es decir al Juez penal y a los miembros del Tribunal, hay que ofrecerles elementos que prueben que esa averiguación ha sido correcta, realizar tal labor es función de la Policía Judicial y del representante del Ministerio Público, en cada caso.

Por esta razón la prueba es considerada como uno de los pilares básicos del proceso, que debe ser tratada de la manera más prolija posible, evitando cualquier tipo de alteración o destrucción ya que esta aporta a la decisión del Juez, para establecer la responsabilidad de la persona que se encuentra inmersa dentro de un proceso penal.

Este deber de la Policía Judicial y del Fiscal de proteger la prueba, trae consigo la exención de cualquier tipo de influencia,  ya sea política o natural.

Sin la prueba nos expondríamos a la irreparable violación del derecho por los demás y, el Estado por sí solo no ejercería la función jurisdiccional para proteger la convivencia social y el restablecimiento del ordenamiento jurídico, lo cual hará imposible la  administración de justicia debido a la falta de convicción del Fiscal, Juez o Tribunal sobre la verdad de los hechos.

Recordemos que el autor del delito siempre es un ser humano y él será sancionado solo si se comprueba su responsabilidad y culpabilidad. Por esta razón la prueba una garantía para todos, especialmente para aquellos que tienen como deber descubrirla, estableciendo el grado de responsabilidad de los autores, cómplices o encubridores e imponiendo la respectiva sanción a los delincuentes,  sin olvidar a la persona inocente ya que por medio de la prueba los funcionarios jurisdiccionales inmersos en la investigación y juzgamiento respectivamente, no deben presentar cargos ni mucho menos determinar responsabilidad penal si la prueba no aporta elementos para el esclarecimiento del hecho materia del proceso penal.

Por esto es vital el buen criterio judicial del cual deben gozar las personas encargadas de la averiguación del cometimiento del ilícito y las que administran justicia, los cuales deben propender o estar en función del respeto a la dignidad e integridad de la persona humana, convirtiéndose, éstas, en normas rectoras que nos guíen tanto a los funcionarios encargados de la administración de justicia como a nosotros talvez posibles juzgadores.

Jamás debemos olvidar la forma como Osorio define a la justicia y dice: de todas las obras humanas, la única realmente insustituible es la justicia. Los pueblos pueden vivir sin riqueza, sin belleza y hasta sin salud. Vivirán mal, pero vivirán. Y sin justicia no podrían vivir.

Pero no debe olvidarse que como humanos que somos la posibilidad de error en la valoración de éstas pueden acarrear dificultades que ponen en peligro la libertad tan preciada por todos, debiendo ser cuidadosos en todo lo referente a su recolección, protección y su evaluación con relación al proceso y la responsabilidad de la persona o personas implicadas dentro de un litigio.

Por esto la prueba como tal, debe ser clara y concisa, y si el juzgador no encuentra elementos probatorios o si la prueba no es capaz de ligar a la persona que se encuentra sindicada, se debe declarar su inocencia, según lo sanciona el Art. 250 del Código de Procedimiento Penal ecuatoriano.

La aplicación de la norma por el Juez en un proceso concreto, ha de partir necesariamente de que se haya probado, en el pleito sometido a su decisión, el supuesto de hecho alegado. De ahí proviene la importancia de la prueba. Se puede tener razón, pero si no se demuestra no se alcanzará procesalmente un resultado favorable.

Al ser la prueba la razón y el motivo por el cual el Juez y el Tribunal respectivamente toman su decisión y comprometen en ella la confiabilidad que se tiene por los órganos de administración de justicia y la debida aplicación de la norma jurídica frente al caso correspondiente, ésta debe aportar al proceso los elementos de convicción necesarios para que la decisión final otorgue seguridad jurídica a la sociedad en general.

De esta  manera el Estado ejercerá su imperio o ius puniendi, prevaleciendo el derecho a la defensa, la igualdad entre las partes, la presunción de inocencia y el respeto a la dignidad humana, lo que traerá como consecuencia, que la sociedad a la cual van dirigidas los preceptos legales, confíe en la administración de justicia, la imparcialidad y honestidad que debe gozar tanto del ordenamiento jurídico como los funcionarios jurisdiccionales que tienen el compromiso de que su conducta sea intachable y dirigida a un solo objetivo que es el restablecimiento del orden jurídico vulnerado, y la búsqueda de la verdad.
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